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SINDICATO ÚNICO NACIONAL DE TRABAJADORES 
DEL INAU (SUINAU) 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 25 de febrero de 2016 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Óscar Andrade. 
MIEMBROS: — Señores Representantes Fernando Amado, Daniel Placeres y Luis Puig. 


DELEGADO 
DESECTOR: — Señor Representante Pablo D. Abdala. 


INVITADOS: Por el Sindicato Único Nacional de Trabajadores del INAU (SUINAU), señores José 
Lorenzo López, Presidente; Carlos Salaberry, Secretario General; Víctor Mango, 
Presidente de la Mesa Sindical de Sirpa; Tatiana Antúnez, integrante de la Directiva, y 
doctor Daniel Parrilla, asesor legal. 


SECRETARIO: Señor Francisco J. Ortiz. 


SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Andrade).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


La Comisión de Legislación del Trabajo tiene el gusto de dar la bienvenida a esta delegación del Sindicato 
Único de Trabajadores del INAU integrada por la señora Tatiana Antúnez -integrante de la Directiva- y los 
señores José Lorenzo López -presidente-, Carlos Salaberry -secretario general-, Víctor Mango -presidente de 
la Mesa Sindical de Sirpa- y el doctor Daniel Parrilla, asesor legal. 


SEÑORA LÓPEZ (José Lorenzo).- Nuestra presencia hoy aquí tiene que ver, básicamente, con temas 
vinculados al Sirpa. Antes de fin de año estuvimos en este ámbito, hicimos algunos planteos y se nos 
dijo que iban a convocar a la Administración, pero no sabemos si eso sucedió. 


Lo que ocurre es que se ha seguido suscitando una serie de inconvenientes a nivel de funcionamiento del 
Sirpa -sobre eso vamos a dar los titulares porque no son temas que tengan que ver directamente con esta 
Comisión-, pero también hay algunas cuestiones que hacen a las condiciones de trabajo y eso nos preocupa. 


Los tres diputados que están aquí, a raíz de un caso muy puntual -el conflicto que sucedió el año pasado-, 
tuvieron oportunidad de ver algunas de las situaciones que se viven en los centros que, lejos de mejorar, 


creemos que en algunos casos vienen empeorando. 


Una serie de decisiones que está tomando la Administración y determinadas situaciones que están ocurriendo 
no le hacen bien al sistema, a los gurises ni a los trabajadores. A raíz de la política que se está desarrollando 
por parte de la nueva Administración se ha hecho una serie de cambios -en los cuales vamos a profundizar- 
que tienen que ver con Programas que son importantes para la inserción tanto en el estudio como en el 
trabajo de los jóvenes que se atienden en privación de libertad. Eso se está desarticulando, lo que genera una 
inestabilidad en el sistema que repercute directamente en las condiciones de trabajo. A esto hay que sumarle 
una serie de situaciones que se han venido generando -sobre todo en los últimos dos meses-, como la decisión 
de la Administración de abrir y de cerrar centros de una manera no planificada y la mudanza de algunos 
centros a otros establecimientos de una manera tampoco planificada. Por ejemplo, esto provoca que en 
algunos casos al llegar más funcionarios y más gurises a un mismo centro no esté planificada ni siquiera la 
comida. Esto es parte del funcionamiento y genera grandes inconvenientes. El problema de la comida es 
cotidiano y genera algunas situaciones de conflicto que vienen recrudeciendo, con ajustes de cuentas entre los 
propios muchachos afuera de la institución y las bandas barriales vinculadas al narcotráfico, lo cual repercute 
directamente en jóvenes privados de libertad que pertenecen a una u otra banda. Esta situación ha generado 
algunos líos que han terminado con gurises muy lastimados entre ellos mismos. Esto nos preocupa porque los 
trabajadores tienen que actuar en medio del borbollón y en los últimos tres meses tuvimos más de cincuenta 
trabajadores lastimados, algunos de ellos internados en el Banco de Seguros del Estado. Ni qué hablar de la 
preocupación que nos genera el enfrentamiento entre los gurises y lo lastimados que quedan. 


En ese marco de situación, la preocupación que -entre otras cosas- nos hace venir a plantear esto acá tiene 
que ver con la desprolijidad en el manejo de la gestión, que va generando serios inconvenientes. Por ejemplo, 
hay trabajadores que fueron trasladados sin las mínimas condiciones de trabajo, sin la cantidad de personal 
suficiente, sin sillas para sentarse ni los elementos mínimos de seguridad, lo cual -a raíz de las situaciones 
que se generaron el año pasado- fue negociado cuando surgió el Protocolo de Atención con la firma del 
Ministerio de Desarrollo Social, del Directorio del INAU, de la comisión delegada, del Pit- Cnt, de COFE y 
de nuestro sindicato. 


El protocolo de Atención no se puede aplicar por dos razones: en primer lugar, porque no están dadas las 
condiciones referentes a la cantidad de personal que se necesita para poder contener situaciones de conflicto 
que se dan en cada uno de los servicios y, en segundo término, porque nosotros terminamos de negociar eso y 
la Administración resolvió crear, con trabajadores de la institución, una guardia de choque absolutamente 
militarizada dentro del propio sistema que es la que, de alguna manera, intenta solucionar los problemas de 
conflicto. En este sentido, nos llama poderosamente la atención que no haya surgido alguna observación del 
Parlamento ni de Institución Nacional de Derechos Humanos y Defensoría del Pueblo respecto a esta guardia 
que parece la Guardia Metropolitana. Todo esto se está procesando en medio de un cambio institucional, de 
una nueva institucionalidad. La ley ya se promulgó, está funcionando, pero queríamos plantearles el punto 
neurálgico para resolver algo esta situación: cómo se va a determinar el pasaje de funcionarios de una 
institución de la otra. 


El Sirpa tiene mil trescientos trabajadores, de los cuales más de la mitad son funcionarios que ingresaron al 
viejo Iname -todavía debe haber alguno del Consejo del Niño- y al INAU, pero hay otros que ingresaron 
directamente para el Sirpa. La ley que establece la nueva institucionalidad plantea un plazo de ciento 
cincuenta días para que el Poder Ejecutivo designe cuáles son los trabajadores que quedarán en una 
institución y en otra. Hemos planteado esto tanto al Directorio del INAU como a la Comisión Delegada del 
Sirpa y la respuesta que nos dieron en ambos lugares fue que se acordó entre el Ministerio de Desarrollo 
Social, el Directorio del INAU y la comisión delegada del Sirpa una comisión tripartita para definir los 
criterios de cómo se va a hacer ese traspaso de los trabajadores de una institución a la otra. Creemos que esto 
viola la ley de negociación colectiva porque está directamente vinculado con las condiciones de trabajo de los 
trabajadores y de los funcionarios. Y como a texto expreso, según la ley, eso es materia de negociación 
colectiva del sector público, nosotros pretendemos participar en el diseño de la definición que se vaya a 
tomar para el pasaje de funcionarios; sobre todo ahora que ha habido algún anuncio en el Consejo de 
Ministros con relación a funcionarios que podrían quedar excedentes. Nos llama poderosamente la atención 
que se vuelva con ese tipo de políticas que pensábamos que habían quedado atrás. 


Estamos muy preocupados por este tema porque el plazo ya empezó a correr y los trabajadores no tenemos la 
más mínima idea de cuáles van a ser los criterios ni de cómo se va a definir por parte de la Administración el 


pasaje de una institucionalidad a otra. El anuncio que tenemos es que esto lo va a definir, directamente, el 
Ministerio de Desarrollo Social con el Directorio del INAU y la Comisión Delegada del Sirpa, sin la 
participación de los trabajadores, lo que realmente nos parece una aberración. 


Nosotros le dijimos, tanto al Directorio del INAU como a la Comisión Delegada del Sirpa, que íbamos a 
venir aquí a plantear esto ya que necesitamos el apoyo de ustedes para buscar un mecanismo que cumpla, en 
definitiva, lo que establece la ley de negociación colectiva que, a texto expreso, establece que las condiciones 
de trabajo son materia de negociación, así como algunas cuestiones -sobre las cuales va a profundizar el 
doctor Daniel Parrilla- que tienen que ver, por ejemplo, con el diseño, la capacitación y la formación de los 
trabajadores, que para nosotros es fundamental; sin embargo, hay una contradicción entre lo que está previsto 
en la ley aprobada y lo que establece la ley de negociación colectiva. 


SEÑOR PARRILLA (Daniel).- Soy abogado designado de COFE, entre otros gremios públicos y 
privados. 


Como sabrán, para el movimiento sindical -al cual pertenecemos todos los abogados que asesoramos 
sindicatos- la negociación colectiva -ni qué hablar- es un instituto fundamental que costó años. En nuestro 
país tenemos la Ley N* 18.508, que es reglamentaria de tratados internacionales y de principios 
fundamentales que, entre otros, integran el concepto general de la libertad sindical. Cada vez que las normas, 
tanto en la actividad privada como en la pública -en este caso nos vamos a situar en lo público-, establecen la 
posibilidad de elección de personal, de establecimiento de condiciones laborales, de formación profesional y 
demás, generalmente, el texto se remite a la ley de negociación colectiva, la Ley N” 18.508. Generalmente se 
dice: “utilizando los mecanismos previstos en la ley N* 18.508”. Sin embargo, en la Ley N* 19,367, que crea 
el nuevo instituto, se omite la referencia a la ley de negociación colectiva, lo cual no significa que la esté 
derogando tácitamente, ni tampoco que no deba ser de aplicación; por el contrario, son absolutamente 
compatibles. 


Es decir que la Ley N* 19.367, que crea el Inisa, perfectamente puede ser compatibilizada con lo que 
establece la ley de negociación colectiva porque, en definitiva, cuando el jerarca lleve adelante el proceso de 
construcción del acto administrativo, va a tomar la decisión y el proceso implica transitar varios caminos, 
entre ellos la negociación, porque lo marca y lo obliga la ley. Por lo tanto, tiene que haber una voluntad 
institucional en el sentido de convocar a los trabajadores para discutir estos temas. Esto, precisamente, es lo 
que no está ocurriendo y lo que nos preocupa muchísimo. 


El artículo 14 de la Ley N* 19.367 establece: “Dentro de los ciento cincuenta días, contados desde la vigencia 
de la presente ley, el Poder Ejecutivo definirá el personal que pertenecerá al Instituto que se crea, proveniente 
de su separación con el Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay”. Entonces, esto lo va a definir el Poder 
Ejecutivo y estamos hablando de condiciones laborales. El artículo 4” de la Ley N” 18.508 establece cuáles 
son las materias de negociación colectiva; el literal A) define las condiciones de trabajo, salud e higiene 
laboral y el literal C) habla de “La estructura de la carrera funcional”. Uno se pregunta con qué criterio va a 
seleccionar el Poder Ejecutivo, porque si va a seleccionar personal, va a establecer un perfil y capacitación 
del personal que desea. Además, se supone que eso dependerá del diseño de carrera administrativa que se 
haya establecido. De no ser así, ¿cómo se va a establecer ese criterio? Ambas cosas, es decir, condiciones de 
trabajo y diseño de carrera administrativa, son materia de negociación colectiva. Al final del artículo 4* de la 
Ley N 18.508 se establece con absoluta claridad que “Las partes están obligadas a negociar, lo que no 
impone la obligación de concretar acuerdos”. Si bien no se impone la obligación de concretar acuerdos, hay 
que negociar. 


En el artículo 24 de la Ley N* 19.367, al crearse un servicio descentralizado, establece la obligación de crear 
un estatuto, pero también se omite la referencia a la negociación colectiva. Dice: “El Directorio del Instituto 
Nacional de Inclusión Social Adolescente proyectará dentro del plazo de 90 días de su instalación el 
Reglamento General del Servicio [...]”, con las normas estatutarias relativas a sus funcionarios. Sin dudas, en 
este caso, estamos hablando de condiciones laborales, del diseño, de la carrera, de la continuidad laboral de 
los trabajadores. 


En el artículo 15 de la Ley N* 19.367 se establecen criterios acerca de la profesionalización de los 
funcionarios. En el literal B) del artículo 4 de la ley de negociación colectiva se establece que el diseño y 


planificación de la capacitación y formación profesional de los empleados en la función pública es materia de 
negociación colectiva. 


Evidentemente, hay un déficit jurídico en la Ley N* 19.367, ya que debió hacerse referencia a la negociación 
colectiva. Se puede enmendar esa situación con una práctica que se adecue a lo que establece la ley de 
negociación colectiva, que es la vieja aspiración del movimiento sindical en nuestro país. Costó mucho sacar 
esta norma. 


SEÑORA ANTÚNEZ (Tatiana).- Voy a leer algo que hemos recogido sobre el sentir de los compañeros 
y compañeras, trabajadores y trabajadoras de la institución. 


“Nuestro sindicato ya el año pasado advirtió el desmantelamiento de los programas. Fundamentalmente de 
aquellos vinculados a la inclusión. 


El Programa de Inserción Social y Comunitaria, más conocido como egreso, continúa dañado por las malas 
directrices que la Comisión Delegada ha llevado adelante. 


Por otro lado, y en el afán de mover todas las direcciones de los programas como educación, salud, medidas 
no privativas de libertad, nos encontramos ante un gran desconcierto al respecto de cuál es la política que hoy 
se quiere llevar adelante respecto de los jóvenes en conflicto con la ley penal. 


Las malas decisiones y el giro hacia la represión solo generan más inestabilidad, tanto para los jóvenes como 
para los trabajadores. En este poco tiempo que se encuentra esta nueva omisión Delegada, se han sucedido 
más fugas, riñas muy graves entre los adolescentes, así como gran cantidad de trabajadores lastimados. 


Nosotros, los trabajadores, tenemos derecho a trabajar en un ambiente digno, tenemos derecho a llegar sanos 
y con vida a nuestras casas. 


La población le dijo que no a la baja debido a la convicción de que no es con mano dura que se resuelven los 
problemas de seguridad de nuestro país. 


Nosotros queremos que se actúe en consecuencia y que no nos mientan más. Nosotros queremos que se 
respete la libertad sindical y no vivir sufriendo la persecución y hasta parece que la Comisión Delegada 
generara algunos conflictos intencionalmente para perjudicarnos y hacernos daño. 


Ahora nomás se votarán las venias, y sería importante que esto se haga en forma responsable, en pos de los 
derechos de la juventud uruguaya”. 


Nosotros ya estuvimos el año pasado y hemos conversado respecto a algunas prácticas que se llevaban 
adelante que iban en contra de las políticas de inclusión vinculadas con el derecho al trabajo y la educación 
de los adolescentes. Durante el quinquenio pasado salieron a trabajar aproximadamente cuatrocientos 
adolescentes y la reincidencia fue muy baja. Hoy, esto se está viendo comprometido porque se están 
estableciendo prácticas que generan muchas dificultades para lograr nuevos convenios y lugares de trabajo 
para los chiquilines. Más allá de que en la ley se sigue haciendo referencia a estos proyectos, la práctica es 
contradictoria con lo que intentamos llevar adelante durante todos estos años, es decir, con la inclusión y no 
con la mano dura. 


Nos parece importante decir esto y que nuevamente esté en la discusión. 
SEÑOR ABDALA (Pablo).- Me sumo a la bienvenida brindada a la delegación de Suinau. 


Se trata de un sindicato al que respetamos y con el cual realizamos muchos intercambios a lo largo de los 
años. Personalmente, debido a la distribución de tareas en el ámbito parlamentario, me ha tocado estar cerca 
de estos temas en la Comisión Especial de Población y Desarrollo y antes en alguna instancia vinculada con 
una comisión investigadora que se impulsó por los años 2005 y 2006 relacionada con episodios ocurridos en 
lo que entonces era el Interj, luego Sirpa, y que ahora será el Instituto Nacional de Inclusión Social 
Adolescente. 


Voy a dejar algunas constancias. 


Estamos hablando de un sindicato que nuclea a un conjunto de trabajadores que tienen a su cargo una misión 
compleja y difícil. La naturaleza de la tarea que se desarrolla en este organismo es muy particular y especial. 
Obviamente, eso condiciona y afecta, directa o indirectamente, las condiciones de trabajo, los derechos 
laborales, y pauta las relaciones laborales de manera muy singular. Desde ese punto de vista, a través del 
tiempo, nunca ha sido sencillo todo lo vinculado con la actividad que allí se cumple. Se trata de un ámbito de 
trabajo que jamás ha estado exento de dificultades, conflictos o tensiones, y este momento no es la excepción. 
Y no solo no es la excepción, sino que creo que estamos en un momento particularmente complejo y 
delicado. Los hechos del año pasado todavía proyectan sus consecuencias sobre la realidad actual. Debido a 
esos hechos -no tengo ningún problema en decirlo ahora públicamente; lo he conversado de forma privada 
con algunos de los dirigentes sindicales- al sindicato le tocó pagar un costo elevado; podríamos discutir si fue 
justo o no. Yo respeto mucho los fallos judiciales, la independencia del Poder Judicial y la actuación 
independiente de los jueces, pero eso no quiere decir -más allá de que me gusten o no las decisiones de los 
jueces- que no pueda formular algún comentario al respecto. Me parece que los hechos indican con bastante 
claridad -o por lo menos insinúan- que se dieron situaciones que, a partir de su generalización o su 
simplificación -como se quiera calificar- determinaron que el sindicato tuviera que asumir un costo que a 
todos nos sorprendió. 


Tengo la impresión de que eso ha afectado la relación entre los trabajadores y la conducción del organismo, 
particularmente, entre los trabajadores y la presidenta del organismo. Hay una condición que ha mencionado 
el señor José Lorenzo López que me parece fundamental; puede parecer simplemente instrumental o formal, 
pero creo que es de principio y tiene que ver con la institucionalidad. 


La institucionalidad -buena o mala- que el sistema político ha dado al organismo a partir de la decisión que 
tomamos en el mes de diciembre pasado por unanimidad en el Parlamento, me costa que al sindicato le 
merece algunos reparos o, directamente, discrepa con ella. Sin embargo, la medida está tomada; la nueva 
institucionalidad está creada y es absolutamente indispensable ponerla a funcionar. 


Esta situación de desintegración y de que no terminemos de cumplir con lo que establece la ley -parece lo 
indispensable en primera instancia- no ayuda a que las cosas puedan encausarse razonablemente. Hoy el 
organismo está desintegrado desde el punto de vista de su conducción, porque la Comisión Delegada no está 
integrada completamente. Además, creo que a esta altura no se trata de integrar la Comisión Delegada, sino el 
Directorio del nuevo organismo, porque es lo que manda la ley, nos guste o no. En la medida en que eso no se 
haga será difícil encauzar esto para encontrar los mejores caminos, soluciones y puntos de equilibrio. 


En el mes de diciembre reflexioné en esta dirección cuando el sindicato compareció a la Comisión Especial 
de Población y Desarrollo y estábamos en vías de completar el trámite parlamentario para la creación del 
Instituto. En ese momento dije -ahora quiero reiterarlo- que creo que sería indispensable que el Directorio se 
integrara rápidamente porque el jerarca no es la presidenta, sino el Directorio; así funciona el sistema 
institucional uruguayo, y en este caso estamos hablando de un servicio descentralizado. 


Será necesario hablar urgentemente con el Directorio sobre todas estas cosas -tal vez sea competencia de la 
Comisión de Población y Desarrollo-, sobre los contenidos, las políticas y la orientación que vamos a dar al 
organismo en el camino de la inclusión y reinserción de los menores en conflicto con la ley. Por supuesto, 
tendremos que hablar de las relaciones laborales, que es materia específica de esta Comisión. 


En cuanto a lo que han venido a reclamar respecto a la vigencia de la ley de negociación colectiva, digo con 
toda sinceridad -no por ser complaciente-, que creo que la interpretación que ha hecho el asesor letrado del 
sindicato es absolutamente exacta. Las normas especiales no derogan las normas generales; la ley de 
negociación colectiva -guste o no- tiene carácter general y se aplica al sector público. Ante cualquier 
circunstancia que afecte, condicione o modifique las relaciones laborales o las condiciones de trabajo en el 
sector público la ley es muy clara, y eso debe ser sometido al ámbito de la negociación con los trabajadores. 


Más allá de este cometido que se le ha encomendado al Poder Ejecutivo a cuanto a redistribuir a los 
funcionarios, no puede interpretarse que la ley de negociación colectiva no se aplica. No es una excepción; 
no lo dice a texto expreso y, mucho menos, debe deducirse. Llegado el caso, esta Comisión deberá hablar 
muy claramente con los nuevos jerarcas a efectos de que se camine en ese sentido. 


Durante este receso parlamentario he integrado la Comisión Permanente y tenía expectativas de que vinieran 
las venias. Es más, no quiero cometer ninguna infidencia, pero de acuerdo con lo convenido políticamente, 
habrá representación de más de un partido en el Directorio. Tengo entendido que los nombres están; no sé por 
qué esto no se termina de definir. La ley se aprobó hace más de dos meses. Espero que se defina rápidamente. 
No me importa mucho por qué se demoró, pero sí digo que ojalá se defina prontamente. El receso 
parlamentario culmina el próximo martes. Espero que el Poder Ejecutivo remita las venias al Senado de la 
República de inmediato y que a partir de allí, una vez constituido el Directorio, podamos conversar con 
quienes estén a cargo, con quienes a partir de entonces tengan la responsabilidad de la conducción. 


La situación actual nos lleva a no tener muy claras las referencias. Todo indica -en realidad, no lo sé; no me 
corresponde- que la señora Fulco continuaría en su función o pasaría a ser la presidenta del Directorio del 
nuevo organismo y dejaría de ser la presidenta de la Comisión Delegada. Eso tendrá que confirmarse; 
mientras tanto, está claro que la conducción está renga. Y cuando la conducción está renga es muy difícil 
poder hablar en términos concretos porque, en definitiva, estamos frente a una etapa que no termina y a otra 
que está por empezar, pero no se concreta. Me parece que eso no es lo más sensato ni lo más conveniente. 


Solo quería hacer esas consideraciones generales. 


Habrá que resolver si las dos Comisiones deberían integrarse para conversar con el Directorio del INAU o si 
deberían funcionar en forma separada. Por lo que se ha planteado, creo que hay mucha materia pendiente en 
esta Comisión y también en la de Población y Desarrollo, por la temática especial que le compete. 


SEÑOR AMADO (Fernando).- Reitero la bienvenida a la delegación del sindicato del INAU. 


Comparto lo dicho por el diputado Abdala en cuanto a la claridad del planteo que acaban de hacer en torno a 
la vigencia de la negociación colectiva y a la necesidad de la inclusión de la voz de los trabajadores. Me 
parece que fue muy claro y contundente, por lo cual, con respecto a ese punto solo expreso mi apoyo. 


El presidente del sindicato, en su introducción, hizo referencia a un tema que, evidentemente, es de mucha 
sensibilidad. Tal como dijo, hace algún tiempo, algunos legisladores tuvimos la oportunidad de ver in situ 
algunas situaciones de alta complejidad, con un importante grado de violencia y vulneración de los derechos 
humanos. De su exposición surge que hoy estamos ante una situación compleja, con más fugas, más riñas, 
enfrentamientos entre los internos de los complejos, más trabajadores heridos y también -palabras más, 
palabras menos- algo así como la institucionalización de una fuerza de choque interna en los centros. Si fuera 
posible, me gustaría que informaran a la Comisión con respecto a este punto, con más detalle porque, 
aparentemente, estaríamos ante una situación de violencia instalada dentro de los centros. Me parece que es 
bien importante conocer la situación con exactitud. Entiendo que no es el tema concreto por el que se vino a 
la Comisión, pero debido a su magnitud y a la sensibilidad que despierta en el sistema político y en la 
población toda, y teniendo en cuenta, como bien dijo el presidente, que ustedes también son parte 
involucrada y pueden llegar a ser parte perjudicada, me parece que es importante que los legisladores 
podamos conocer en detalle esa situación que hoy nos preocupa y que no solo debemos tratar de entender 
sino que, en la medida de nuestras posibilidades como legisladores, debemos tratar de trabajar en ella. 


Simplemente, planteo la posibilidad de que amplíen la información sobre este punto. 
SEÑOR PUIG (Luis).- Saludo a los compañeros de la delegación sindical. 


Sobre fines del año pasado recibimos a una delegación de trabajadores que manifestó una serie de 
preocupaciones -algunas de las cuales reiteran hoy- y planteó un panorama más abarcativo en cuanto al 
desmantelamiento de programas en varias áreas. También se habló del programa educativo. En los últimos 
días recibimos alguna documentación referida al desarrollo del programa educativo en el período anterior, a 
los esfuerzos que se hicieron. Creo que es un material que realmente aporta mucho ya que analiza la forma en 
que se encararon los programas, que tenían un fuerte componente de inclusión. 


El año pasado, el sindicado planteaba el desmantelamiento de algunos programas fundamentales y problemas 
de represión antisindical, en el caso de compañeras integrantes de la dirección del sindicato que habían sido 
sancionadas. En aquel momento, en la Comisión de Legislación del Trabajo, a solicitud de la diputada 
Claudia de los Santos, se planteó solicitar a la Comisión Delegada un análisis global de la situación de los 


últimos años. Esta Comisión de Legislación del Trabajo se comprometió a convocar a la Dirección del INAU. 
Así lo hizo, pero no hemos tenido respuesta. Se nos planteó que había dificultades de agenda, que se estaba 
recorriendo el país y demás. No logramos la palabra institucional en relación a lo que estaba sucediendo, en 
el marco de una situación realmente compleja a nivel general en la institución y, en particular, en toda el área 
del Sirpa. 


Como bien decía el presidente del sindicato, quien habla y los diputados Amado y Andrade estuvimos en el 
llamado Hogar de Burgues y tuvimos contacto con varios jóvenes que en aquel momento estaban esposados y 
engrillados. Ellos nos manifestaron que habían sido sometidos a una brutal golpiza -era visible en sus rostros 
y en otras partes de sus cuerpos- por parte de integrantes de la Guardia Republicana. En aquel momento, un 
día domingo, coincidimos con la licenciada Fulco y le planteamos la necesidad imperiosa de hacer la 
denuncia penal sobre esta situación. Se nos dijo que se haría una investigación interna y demás, pero 
sostuvimos que era absolutamente insuficiente y que entendíamos que debía hacerse una denuncia penal, 
porque la saña con la que habían sido golpeados esos jóvenes denotaba una actitud por demás violatoria de 
los derechos humanos. En eso insistimos los tres diputados que estábamos allí. 


Posteriormente, con algunos días de demora, se hizo la denuncia. Los resultados confirmaron lo que 
habíamos visto con mucha claridad. 


Hoy estamos en una situación en la que aún no se ha designado a quienes van a dirigir la institución con 
nuevo nombre. Seguramente, en los próximos días se estarán presentando las venias respectivas en el Senado 
para su votación. 


Creemos que existe la imperiosa necesidad de establecer los mecanismos previstos en la ley de negociación 
colectiva en cuanto a la carrera funcional y a los derechos de los trabajadores, así como redefinir criterios 
entre todas las partes que permitan un mejor tratamiento de los jóvenes que tienen privación de libertad; en 
esa situación, es necesario tener muy claro el rol de cada uno de los actores. 


Reitero: para nosotros es indispensable cumplir con la negociación colectiva, con los derechos de los 
trabajadores, definir claramente los roles y definir con claridad la filosofía con la cual se aborda la tarea del 
relacionamiento con jóvenes en esa situación. 


Por lo tanto, creemos que es imprescindible que una vez definido quiénes van a componer la dirección de la 
institución, acepten la invitación de esta Comisión. Tenemos claro las limitaciones de una Comisión 
parlamentaria: muchas veces se invita a direcciones de organismos públicos o a empresas privadas y como no 
hay mecanismos de sanción ni nada por el estilo, simplemente, no concurren. Nos ha pasado con empresas de 
la actividad privada y también a nivel de instituciones públicas. Nosotros creemos que eso no es un gran 
aporte al intercambio con el Parlamento. Reitero: pensamos que sería imprescindible que aceptaran esta 
convocatoria en lo inmediato. Ese es un aspecto. 


El otro aspecto es el que mencionaba el doctor Parrilla, es decir, cómo se va a cumplir con la normativa legal. 
No es posible no tener en consideración aspectos que es fundamental discutir, como la carrera funcional o las 
condiciones de trabajo. Me parece que eso está bastante ausente; lo hemos chequeado por varios lados. Hay 
preocupación acerca de qué va a pasar con los diferentes programas, qué va a pasar con la educación; insisto 
en que tenemos un voluminoso documento que nos relata lo que se hizo en el período anterior. 


Es imprescindible reinstalar condiciones de diálogo y negociación. De lo contrario, nos parece que 
estaríamos arrancando mal el nuevo período. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La última sesión del año pasado de la Comisión de Legislación del Trabajo 
fue el 22 de diciembre. El tema más importante de esa sesión fue el reclamo de los trabajadores de 
Caputto porque no habían cobrado la zafra del mes de octubre. Terminaron cobrando el día 23. 


Después, la Comisión empezó a trabajar el 7 de enero. O sea que la Comisión no paró de trabajar. 


En el medio tuvimos un lío con Ancap. 


En realidad, la agenda de la Comisión estuvo desbordada. Ninguno de los días que convocamos a la 
Comisión durante este tiempo logramos que vinieran las autoridades. Vamos a insistir en términos políticos. 
Reforzaremos la convocatoria. La Comisión sesionará la semana próxima, el día 2 de marzo. Hasta ahí 
podemos llegar, con las limitaciones que decía el diputado Puig. 


Para tratar de ordenar la discusión hemos tratado de no estar al frente de las consideraciones políticas, que 
todos tenemos en todos los planos, cuando van para un lado y para el otro. Por ejemplo, tuvimos dificultades 
con Adeom y la Intendencia de Lavalleja. En ese caso, intentamos no estar al frente de la consideración 
política, no porque no tuviéramos opinión política, sino para intentar que la Comisión fuera un ámbito que 
sirviera para construir un puente, porque si donde no hay puente lo que hacemos es zanjar más hondo, nos 
sacamos las ganas en términos políticos, pero la ayuda concreta es muy poca. Lo mismo nos pasó en otros 
líos cruzados, algunos vinculados con temas muy sensibles, como las libertades sindicales en el costado de la 
negociación colectiva, que es claro es una cuestión muy cara en términos de valor de las relaciones laborales. 


En cuanto a las denuncias, voy a proponer a los compañeros que la comisión organice una visita a los 
centros, para tener una versión más real. Por ejemplo, en este mes vinieron trabajadores y los dueños del 
frigorífico Durazno, quienes se acusaban mutuamente. Me enteré al ir al frigorífico que su dueño expulsó al 
técnico prevencionista, porque no le gustó el informe que hizo del sinistro laboral donde perdió un brazo un 
trabajador jubilado. El dueño del frigorífico, que tiene un temperamento muy especial, cuando le 
preguntamos por el técnico prevencionista, nos contestó: “Lo eché porque hizo un informe muy 
quisquilloso”, que es como decir que echó a un albañil porque hizo una pared muy derecha. Este suma un 
motivo más para trabajar en la reglamentación del Convenio 158 de la OIT que prohíbe el despido sin causa 
justificada porque, de hecho, no existen herramientas legales para reintegrar a ese trabajador despedido. 


Lo mismo le pasó al técnico prevencionista de Avícola del Oeste, que también recorrimos. Increíblemente, el 
abogado que venía acá no se animaba a entrar a los galpones, por el olor insoportable a amoníaco, ya que 
hacía más de dos años que no se limpiaban los galpones. Sin embargo, los trabajadores entraban igual. El 
dueño estaba molesto porque sacamos fotos, aunque en realidad debería estarlo por las condiciones en que 
estaban los trabajadores. Por lo menos, se reintegraron a los cuatro trabajadores echados y de los cinco que se 
habían afiliado al sindicato, un día antes de que fuéramos al establecimiento. 


Como estamos trabajando en un proyecto para emplear personas con discapacidad, pude visitar la Aldea de la 
Bondad, en Salto, y ver las condiciones en que viven los discapacitados. Los trabajadores nos dicen que las 
condiciones han mejorado mucho, y duele pensar cómo serían antes. 


Para la comisión es necesario conocer de primera mano la realidad, porque después surgen versiones 
encontradas y por eso capaz que sería necesario coordinar una visita. 


Por otra parte, esta comisión está estudiando un proyecto que establece cupos de ingreso obligatorios. Es un 
proyecto que trajo el gremio de la construcción, y si bien atiende una parte menor del problema, lo que se 
busca es potenciar esta política. Se apuesta a un trabajo compartido, porque si la institucionalidad trabaja bien 
un programa de derechos, funcionará bien en la realidad; si se aplica mal, los resultados serán adversos, y lo 
que se busca es potenciar las políticas de inclusión, generando las condiciones para lograrlo. 


Se habló de la negociación colectiva, y no voy a agregar nada, pero interpreto lo mismo. Está claro que tiene 
que haber una instancia de negociación con los trabajadores, y el Poder Ejecutivo puede tener instancias 
internas previas de negociación para ir con una posición. Negociar no quiere decir ponerse de acuerdo, pero 
sí demostrar buena intención de aceptar argumentos razonables y, en ese sentido, no hemos tenido dos 
opiniones, sin importar la delegación. Me parece que es una señal de madurez en una relación de trabajo que 
la mejor política es aquella que es bien comprendida por quienes tienen que llevarla adelante, que son los 
trabajadores. 


Por eso, vamos a insistir en la convocatoria. Quizás sería conveniente invitar a la Comisión Especial de 
Población y Desarrollo para hacer la recorrida conjuntamente. Es claro que ante denuncias graves no se 
puede asumir actitudes timoratas. La comisión intenta enviar señales, que a veces son mágicas. El año pasado 
recorrimos una avícola ante denuncias de los trabajadores de que los mordían las ratas; el día que fuimos a 
recorrer el establecimiento había raticidas de punta a punta, flamantes. El señor diputado Puig no me deja 
mentir y Placeres no quiso entrar porque estaba engripado. A veces la visita ayuda a que el día anterior se 
resuelvan algunas cosas. 


Está claro que el objetivo de las visitas no es ese, sino el problema de fondo. 


Entonces, insistiremos con las autoridades para ofrecer este ámbito como puente y ayudar para lograr una 
mesa de diálogo madura que alcance acuerdos básicos. 


SEÑOR ABDALA (Pablo).- Quiero saber si el sindicato del Instituto del Niño y Adolescente del 
Uruguay ha tenido indicios de que el Ministerio de Desarrollo Social o el Poder Ejecutivo esté 
avanzando en el tema de las redistribuciones. 


SEÑOR LÓPEZ (José).- Varios legisladores se refirieron a los hechos de público conocimiento del año 
pasado, de los que todavía, evidentemente, estamos sufriendo las consecuencias. Nosotros también 
somos muy respetuosos de las decisiones de la justicia, aunque a veces no compartimos algunos fallos. 
No obstante, estamos plenamente confiados que este fallo va a tener un cambio radical en el Tribunal 
de Apelaciones, sobre todo porque -lo dijimos públicamente y lo reiteramos- creemos que todo esto fue 
parte -más allá de alguna situación muy puntual que el sindicato ha explicado claramente, vinculada 
con funcionarios que aparecen en el video- de un operativo político, que tenía, entre otros objetivos, 
desarticular a la organización sindical. A tal punto es así que algunos legisladores pudieron ver las 
condiciones en que quedaron los jóvenes el día que la Guardia Republicana los trasladó: estaban muy 
maltrechos, muy lastimados, con sus cabezas partidas, labios hinchados, sin dientes, esposados, 
engrilletados por diecisiete horas y si no hubiera sido por la intervención de los legisladores que 
estaban ahí, seguramente habrían estado más tiempo así, porque los legisladores intervinieron para 
que la presidenta de la comisión delegada a la hora 19 diera la orden para sacarle las esposas y 
grilletes, orden que se podía haber dado a las 7 de la mañana, porque el traslado fue alrededor de las 4 
de la mañana. 


Todo esto que motivó la denuncia penal, terminó con el procesamiento por abuso de funciones de tres 
policías. En el episodio que involucró a los trabajadores del Instituto del Niño y Adolescente del Uruguay, 
donde se procesó a veintiséis trabajadores, a algunos por torturas y a otros por cómplices de torturas, ninguno 
de los jóvenes tuvo un rasguño, y esto lo constató la emergencia móvil, el médico del Instituto del Niño y 
Adolescente del Uruguay y el médico forense. Si uno compara una decisión de la justicia con otra, 
evidentemente, hay una diferencia sustancial, y es lo que nos alienta a tener la firme convicción de que este 
fallo se va a revertir en el Tribunal de Apelaciones. 


A raíz de este complejo episodio -algunos compañeros fueron a prisión por el delito de tortura simplemente 
por tener una mirada intimidante y los puños cerrados sin haber tocado a ningún chiquilín, cuando en este 
país todavía hay torturadores caminando por la calle- el relacionamiento del sindicato con la comisión 
delegada -diría con su presidenta; como se sabe en el año de gestión que lleva esta administración han 
cambiado varios integrantes de la comisión delegada, porque todos renunciaron por discrepar con su 
presidenta; me refiero al exdiputado Bellomo, a Luis Noya-, se ha deteriorado. De todas maneras, como 
tenemos años en esto y como nuestro objetivo es defender el derecho de los trabajadores, intentamos no 
llevar esto al plano personal e institucionalmente hemos tenido intercambios, como sindicato y 
administración, para negociar. Por ejemplo, acordamos un protocolo de actuación, en el que participó, 
representando a la administración, la presidenta y el director Katz, y los compañeros que representábamos al 
sindicato, más COFE y el PIT- CNT. En el marco general de este acuerdo participó el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social y el Ministerio de Desarrollo Social. Entre todos llegamos a firmar un acuerdo de protocolo 
de actuación para intervenir en situaciones de conflicto, lo que nos pareció un avance sustancial. Dicho 
protocolo establece que para reducir a un joven pueden actuar hasta cinco funcionarios, y que la manera de 
reducirlo es poniéndolo en el piso boca abajo, esposarlo por la espalda y ponerle los grilletes en las piernas. 
Si uno compara lo que establece este protocolo, avalado por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el 
Ministerio de Desarrollo Social, el INAU, el Sirpa y los trabajadores, es prácticamente todo lo que se vio en 
el video que se viralizó, exceptuando, como claramente lo hemos dicho, la intervención de un trabajador que 
protagoniza obviamente un exceso y que nosotros lo hemos fustigado como corresponde. 


Por lo tanto, entendemos que los problemas que se están generando en el Sirpa no son responsabilidad de los 
trabajadores, porque no definimos nosotros cómo distribuir a los jóvenes en los diferentes centros ni quienes 
ordenamos que se abrieran aquellos centros que la propia administración había cerrado hace un año porque 
entendía que no podía haber gurises allí, y los abrió improvisadamente, sin equipo de dirección, y tuvo que 
sacar a un director de un lado para armar un equipo, lo mismo con los trabajadores; creo que hoy ocho 


funcionarios dependían de ese centro, para atender a los jóvenes más complicados, cuando la propia 
administración había creado un centro para atender a los jóvenes mayores de dieciocho años en la Colonia 
Berro, en el Centro Ser, que también tiene una historia complicada, y cuando logramos que se cerrara esta 
administración lo reabrió. Entonces, gurises mayores de dieciocho años, que supuestamente deberían estar en 
este centro, los trajeron a este lugar que no tenía las condiciones mínimas para contenerlos y por eso se 
dieron las fugas. 


Posiblemente haya responsabilidad de los trabajadores y la investigación administrativa lo definirá, pero lo 
cierto es que todo esto se da en un marco de improvisación que va generando una inestabilidad en el sistema, 
porque a esto debemos sumar lo que planteó la compañera Tatiana. Dicho sea de paso: el mismo día en que 
los legisladores constataron esa situación en el excentro Puertas, en la calle Burgues, esta compañera, 
dirigente del sindicato, fue sacada por la presidenta del Sirpa, lo que también generó una reacción del 
sindicato en ese sentido. Como decíamos: a esto le sumamos la desarticulación de algunos programas que 
entendíamos que le hacían bien, no a los trabajadores, sino a los propios gurises, como es el Programa de 
Inserción Social y Comunitaria, donde se están reformulando algunas cosas. Me adelanto a decir que aplaudo 
la decisión de esta comisión en cuanto a avanzar en la posibilidad de que haya cupos para jóvenes con estas 
características en la obra pública, pero no es la línea que está desarrollando la administración a través de 
convenios con empresas públicas y privadas; todo lo que se había pensado en el período anterior, ahora está 
teniendo una vuelta de tuerca que va por otro camino, que no es el que entendí del planteo que realizó el 
diputado Andrade. 


Todo eso va generando una situación de inestabilidad muy importante. Hoy tenemos, por ejemplo, un centro 
que tiene ochenta y nueve gurises privados de libertad, con sólo cinco funcionarios por turno. Hay un 
compromiso del equipo de dirección para sostener y acompañar a los funcionarios en sus tareas, pero es un 
disparate que cinco funcionarios atiendan a ochenta y nueve gurises. Por eso, nosotros saludamos si la 
comisión y los parlamentarios toman la decisión de ir y ver directamente lo que estamos planteando. 


La administración adoptó la decisión de cerrar el único programa que había con medidas de semilibertad. Se 
cerró ese centro y se lo mudó a otro en el que hay gurises con privación de libertad. Por lo tanto, la 
semilibertad se va a dar en un centro de alta seguridad, donde los gurises tienen que convivir en el mismo 
espacio físico, apartados por unas rejas, con quienes están en régimen de privación de libertad, con todo lo 
que eso conlleva. Imagínense ustedes, sin personal, sin la situación de aislamiento que deberían tener unos de 
otros, que todo esto genera una situación de inestabilidad en ese centro que es llamativa y los trabajadores -la 
compañera aquí presente es integrante del equipo de dirección de dicho centro- están realmente muy 
preocupados por esta situación. 


Yendo a lo particular, podemos decir que nos preocupa el planteo de los legisladores en el sentido de esperar 
a que estén las venias y a que asuma la nueva dirección, porque no sabemos cuánto tiempo va a pasar y la ley 
ya está corriendo; ya empezó a correr el plazo de los ciento cincuenta días. Nosotros tememos que cuando 
llegue el paquete, ya venga armado, más con ese anuncio que se dejó deslizar en el Consejo de Ministros 
realizado en Paysandú... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Las autoridades fueron convocadas desde diciembre y lo van a seguir siendo. 


SEÑOR LÓPEZ (José).- Entiendo, pero creo que si se espera a que todo el directorio de la nueva 
institución esté armado para empezar a trabajar en este tema, me temo que vamos a llegar muy tarde, 
sobre todo por el anuncio de que podrían llegar a declarar trabajadores excedentes. 


Nosotros sabemos que el trabajo de esta comisión -como el de cualquier comisión parlamentaria- está 
limitado por algunas cuestiones, como la decisión de las autoridades de concurrir o no. De todos modos, 
nosotros venimos acá porque entendemos que es una caja de resonancia importante, para presionar en ese 
sentido. Si ustedes que son los legisladores y que representan a toda la sociedad convocan a la administración 
y esta no viene, imagínense nosotros, como sindicato, las dificultades que tenemos. 


Me interesa aclarar que nosotros tenemos diálogo con las autoridades. Por ejemplo, la negociación colectiva 
con el directorio del INAU, no digo que sea excelente, pero corre por los carriles que debe y hemos llegado a 
firmar un convenio que es muy beneficioso para los trabajadores. En ese marco, no podemos decir que 
tengamos dificultades con el directorio. Con la comisión delegada sí hemos tenido algunas dificultades; 


hemos tenido instancias de negociación, por ejemplo, todo lo del protocolo, y tenemos una línea directa con 
el doctor Katz, quien sigue a la doctora Fulco, con quien tratamos de apagar los incendios de las situaciones 
que se generan día a día. Todos los días tenemos algún conflicto diferente, con esa particularidad que nos está 
preocupando y que planteamos a la doctora Fulco y al doctor Katz la última reunión que mantuvimos hace 
diez días, que son los líos de afuera, vinculados a las bandas y al narcotráfico, que están repercutiendo 
directamente en los servicios. Hemos llegado a la situación de que en un motín, los propios gurises hicieron 
salir a los trabajadores -en este caso, se trataba de dos funcionarias- porque el lío no era con ellos, no se 
trataba de una fuga ni nada por el estilo: el problema era un enfrentamiento de gurises vinculados a bandas 
que están afuera. En ese caso eran gurises de tres celdas para pegarle a uno, que estaba en otra. Por supuesto 
que lo deshicieron. 


Nosotros denunciamos esto y se nos cuestionó por qué habían salido las trabajadoras de ese lugar. Está 
circulando un video en el que el gurí está en posición de ejecución; lo tenían hincado de rodillas y con una 
punta en la cabeza. Estas son las cosas que estamos viviendo ahí y cuando los trabajadores intervienen para 
separar esos líos terminan todos magullados. Hemos tenido más de cincuenta trabajadores lastimados, 
algunos de ellos internados en el Banco de Seguros del Estado. 


Esta es la situación que se está viviendo hoy, pero una cosa es que lo digamos acá y otra que ustedes lo 
puedan ver. Reitero: nos gustaría que se insistiera con la convocatoria a las autoridades actuales. Además, la 
información que nosotros tenemos es que van a seguir los mismos y también ha sido público quién va a ser el 
representante del Partido Nacional que va a estar en el directorio. Entonces, no entendemos por qué no se 
integra el nuevo directorio o por qué no trabajan en conjunto desde ya, para ver cómo se puede ir encauzando 
esta situación que, para nosotros, es muy compleja. 


La solicitud concreta es si se puede insistir con fuerza en la posibilidad de una comparecencia de la 
administración y, en este caso hasta de las autoridades del Ministerio de Desarrollo Social, para ver cuál va a 
ser la participación de los trabajadores en el diseño de la redistribución de una institución a la otra, sobre todo 
por la preocupación que nos generan los anuncios del Consejo de Ministros. Por otro lado, nosotros 
realmente aplaudiríamos la decisión del Parlamento de recorrer los servicios, para ver en qué situación y en 
qué condiciones están trabajando nuestros compañeros. 


SEÑOR SALABERRY (Carlos).- Quisiera responder una pregunta concreta, que me parece que no 
quedó clara. 


El directorio de INAU nos comunicó que se va a formar un grupo tripartito integrado por el Mides, el 
directorio de INAU y una comisión delegada del Sirpa, para definir en esos ciento cincuenta días el traspaso 
de personal de INAU a Inisa y los bienes, es decir, la infraestructura que también tiene que ser transferida. 


Oficialmente, el directorio nos comunicó que se crea ese grupo tripartito integrado por el Poder Ejecutivo y 
no está previsto que participen los trabajadores. 


SEÑOR AMADO (Fernando).- Quedó bien claro el panorama general, pero faltaría información más 
específica respecto a la aparición de la fuerza de choque adentro de los institutos. Me parece que esto 
amerita contar con más información, como quiénes la integran y cómo se está dando esa logística. 


SEÑOR LÓPEZ (José).- Esa fuerza de choque está integrada por funcionarios de la institución. 


La nueva administración, sobre todo su presidenta, por encima de la estructura de carrera que normalmente 
existía por la ley de creación del Sirpa, trajo nuevos directores que, en su mayoría, vienen del Ministerio del 
Interior. Son pases en comisión del Ministerio del Interior que se instalaron por encima de la estructura de 
carrera que tiene la institución. 


En esa nueva estructura, hay una parte que se encarga de la seguridad y traslado. Se trata de dos integrantes 
del Ministerio del Interior que están cumpliendo esas funciones y crearon esta guardia de choque. Les invito 
a que lo vean, porque hubo una presentación pública de eso; está en El Observador TV. Si ponen Sirpa, grupo 
Greco, ustedes lo van a ver y no tengo dudas de que se van a asustar. 


Me parece importante remarcar que nosotros entendemos que tiene que haber un grupo de trabajadores 
especializados en la seguridad, para cuando haya situaciones de conflicto. Históricamente, el sistema lo tuvo 
para actuar cuando está instalado el conflicto, no para su prevención. Reitero: nosotros sabemos que tiene que 
haber un grupo de trabajadores especializados en eso. El asunto es que no compartimos la inserción de una 
guardia completa, casi como la republicana. Ellos utilizan cascos, escudos, chalecos, marcan el paso y hacen 
la venia. Es una situación que llama la atención. Repito que se hizo una presentación pública -está colgado el 
video- de cómo se plantea esa guardia de seguridad. Realmente, nos llama la atención porque no es a lo que 
estamos acostumbrados ni lo que queremos para una institución que, en definitiva, tiene que tratar de aplicar 
medidas socio educativas. Nosotros no somos líricos; tenemos claro que muchos de estos gurises son 
complicados y que cuando hay líos debemos contener, reducir y tratar de salvar la situación. Obviamente, 
para eso se necesita gente especializada, pero no nos parece bueno el camino que ha tomado la nueva 
administración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Insistiremos, entonces, en esas dos cuestiones: primero, agendar una reunión 
con las autoridades, para que expliquen al Parlamento la serie de exigencias planteadas y, segundo, 
realizar una visita al centro, en lo posible con todos los integrantes de la comisión. 


Muchas gracias. 

(Se retira de Sala la delegación del Sindicato Único de Trabajadores del INAU -Suinau-) 

SEÑOR PUIG (Luis).- En primer lugar, quiero plantear que le llegó al presidente de la comisión una 
solicitud de entrevista del sindicato del gas por toda la situación planteada, la comparecencia de la 
empresa hace unos meses y todo lo que tiene que ver con la regasificadora y la problemática del gas en 
el país. Voy a proponer que el próximo miércoles 2, luego de conformada la comisión, la designación de 
presidente, de vicepresidente y la fijación del régimen de trabajo, se pueda recibir a esta delegación. 
En segundo término, en virtud de que el día 24 de febrero se destinó a la comisión el proyecto de ley de 
prórroga del subsidio por desempleo de los trabajadores de Aratirí, propongo dar un rápido tratamiento para 
poder ingresarlo al plenario lo más pronto posible. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos de acuerdo con ambos planteos. 


Si no hay más asuntos, se levanta la reunión. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


